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Por último, también ha quedado acreditado que la 
recurrente en amparo promovió incidente de nulidad 
de actuaciones, alegando que se había incurrido en 
incongruencia extra petita, ya que la demanda traía 
causa exclusivamente en la eventual indemnización 
debida a haberse encomendado el cobro de deudas por 
cantidades superiores a las reales, inciertas o inexisten-
tes a las que se refería la cláusula cuarta del contrato y, 
en ningún caso, por las deudas efectivamente cobradas 
conforme a la cláusula tercera. E, igualmente, sostuvo 
que se había incurrido en incongruencia omisiva, ya 
que no se había resuelto sobre las cuestiones plantea-
das subsidiariamente en la contestación a la demanda 
que fueron reproducidas en el escrito de impugnación 
a la apelación.

4. En atención a todo lo expuesto, y conforme tam-
bién interesa el Ministerio Fiscal, debe concluirse que la 
Sentencia de apelación ha vulnerado el derecho de la enti-
dad recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.CE) por 
haberse incurrido en incongruencia por error.

En efecto, como se ha señalado, las actuaciones 
constatan que la pretensión de la actora y el objeto del 
procedimiento aparecía referido al cobro de una indem-
nización prevista en la cláusula cuarta del contrato sus-
crito para el caso de que se hubiera encomendado el 
cobro de deudas superiores a las realmente adeudadas, 
inciertas o inexistentes y que, frente a ello, en apela-
ción, se consideró erróneamente que el objeto del pro-
cedimiento era la reclamación del pago de las deudas 
efectivamente cobradas previstas en la cláusula tercera 
de dicho contrato. En ese contexto, resulta evidente 
que la Sentencia de apelación ha alterado de oficio la 
acción ejercitada, modificando con ello, sustancial-
mente, la causa petendi sin dar siquiera a la recurrente 
la oportunidad de debate, ni de defensa, sobre las nue-
vas posiciones en que el órgano judicial sitúa el thema 
decidendi.

El hecho de que la pretensión ejercitada hubiera 
sido desestimada en la instancia con fundamento en la 
nulidad de la cláusula cuarta por abusiva y que en la 
apelación se argumentara la validez tanto de esta cláu-
sula como de la tercera no altera la anterior conclusión. 
Y, ello porque, si bien es cierto que cabría considerar 
que la existencia en la Sentencia de apelación de una 
concreta argumentación sobre la validez de la cláusula 
cuarta del contrato podría restar cualquier tipo de rele-
vancia a la errónea determinación del objeto del proce-
dimiento que se contiene en dicha resolución, sin 
embargo, no puede obviarse que existía una pluralidad 
de pretensiones subsidiarias deducidas por la recu-
rrente en amparo tanto en su contestación a la demanda 
como en su escrito de impugnación de la apelación 
que, fruto del error padecido por la Sentencia de apela-
ción en la correcta identificación del objeto del debate, 
han quedado imprejuzgadas y sin una respuesta, aun-
que fuera implícita. Así, aunque cupiera entender que la 
argumentación sobre la validez del porcentaje estable-
cido como indemnización en la cláusula cuarta, de 
forma implícita, supone el rechazo de la pretensión sub-
sidiaria de que resultara moderado judicialmente dicho 
porcentaje, no cabe afirmar lo mismo en lo referido a la 
exclusión de determinadas deudas de la base del cóm-
puto de la indemnización de la cláusula cuarta que le 
fueron concedidas en la instancia a la recurrente en 
amparo y que habiendo sido también objeto de apela-
ción y de impugnación expresa, sin embargo, no ha 
obtenido ninguna respuesta judicial como consecuen-
cia del error padecido por el órgano judicial de apela-
ción en la concreción de la acción ejercitada. De ese 
modo queda consumada la relevancia constitucional de 
la incongruencia cometida en la resolución de apela-

ción impugnada y que no fue reparada en el ulterior 
incidente de nulidad de actuaciones.

Por tanto, concluida la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva por las resoluciones judiciales 
impugnadas resulta procedente su anulación y la retroac-
ción de actuaciones para que se dicte nueva resolución con 
respeto al derecho fundamental reconocido. En cualquier 
caso, habida cuenta de que en la Sentencia de apelación 
impugnada también se resolvió el recurso planteado por 
un codemandando, lo que no ha sido objeto del presente 
recurso de amparo, la nulidad acordada deberá quedar 
limitada al pronunciamiento relativo al recurso de apela-
ción planteado por la actora Ejecutiva Levantina, S. L.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por Hega Hogar, S. L., y, 
en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección 
Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 21 de sep-
tiembre de 2004, dictada en el rollo de apelación civil 
núm. 27-2004, exclusivamente en lo referido al recurso de 
apelación interpuesto por Ejecutiva Levantina, S. L., y del 
Auto de 5 de octubre de 2004.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior al del primero de los pronunciamientos 
anulados, para que se dicte nueva resolución judicial con 
respeto al derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de octubre de dos mil siete.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado 
y rubricado. 

 19596 Sala Primera. Sentencia 217/2007, de 8 de octu-
bre de 2007. Recurso de amparo 1427-2005. 
Promovido por Óvalo Asociación de Consumi-
dores y Usuarios respecto al Auto de un Juz-
gado de Primera Instancia e Instrucción de 
Molina de Segura (Murcia) que confirmó la 
denegación del beneficio de justicia gratuita en 
juicio monitorio contra Caja de Seguros Reuni-
dos, S.A.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
(acceso a la justicia): alcance del derecho a jus-
ticia gratuita de una asociación de consumido-
res para defender a sus miembros en un litigio 
civil sobre devolución del pago de un seguro 
(SSTC 117/1998 y 73/2004).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
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Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1427-2005, promovido 
por Óvalo Asociación de Consumidores y Usuarios, repre-
sentada por la Procuradora de los Tribunales doña María 
Concepción Giménez Gómez y asistida por la Abogada 
doña María Cristina García-Noblejas Ferrer, contra el Auto 
del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de 
Molina de Segura (Murcia) de 28 de enero de 2005, dic-
tado en el expediente de impugnación de resoluciones de 
justicia gratuita núm. 673-2004. Han intervenido el Abo-
gado del Estado y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 2 de 
marzo de 2005, la Presidenta de Óvalo Asociación de Con-
sumidores y Usuarios solicitó la designación de Abogado 
y Procurador del turno de oficio a fin de interponer 
recurso de amparo contra el Auto del Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción núm. 2 de Molina de Segura de 28 
de enero de 2005, dictado en el expediente de impugna-
ción de resoluciones de justicia gratuita núm. 673-2004. 
Efectuadas las designaciones pertinentes, que recayeron 
en la Procuradora de los Tribunales doña María del Pilar 
Maldonado Félix y en la Abogada doña María Cristina 
García-Noblejas Ferrer, mediante diligencia de ordena-
ción del Secretario de Justicia de la Sala Primera de este 
Tribunal de 4 de abril de 2005 se concedió plazo de veinte 
días a la citada Procuradora para que formulase la 
demanda de amparo, que fue efectivamente presentada 
el 6 de mayo de 2005.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) Óvalo Asociación de Consumidores y Usuarios 
formuló, en defensa de uno de sus asociados (don Gra-
ciano Marín Asensio), demanda sobre reclamación de 
cantidad contra una compañía aseguradora (Caja de 
Seguros Reunidos, S.A.) por los cauces del juicio monito-
rio, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado de Pri-
mera Instancia e Instrucción núm. 2 de Molina de Segura 
(autos núm. 998-2003). La reclamación versaba sobre la 
devolución de un pago efectuado por el asociado con oca-
sión de la resolución de un contrato de seguro. Por otrosí 
la asociación demandante interesaba del Juzgado que se 
suspendiera el procedimiento mientras se resolvía la soli-
citud de reconocimiento del beneficio de justicia gratuita 
instada ante el Colegio de Abogados de Murcia. La parte 
demandada se opuso a la pretensión, señalándose el jui-
cio para el día 28 de junio 2004, que fue suspendido lle-
gada dicha fecha por falta de resolución de la solicitud de 
reconocimiento del beneficio de justicia gratuita.

b) La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de 
Murcia dictó resolución el 1 de julio de 2004 denegando el 
beneficio de justicia gratuita a la asociación demandante, 
por no encontrarse dentro del ámbito de aplicación de la 
Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, 
toda vez que no actúa en representación de intereses 
generales de usuarios y consumidores.

c) Por Auto de 28 de enero de 2005 el Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de Molina de 
Segura (expediente núm. 673-2004), desestimó la impug-
nación de la referida resolución de la Comisión de Asis-

tencia Jurídica Gratuita de Murcia de 1 de julio de 2004, 
por entender el Juzgado que la solicitud de la asociación 
demandante no cumple lo establecido en el art. 2.2 de la 
Ley 26/1984, de 19 de julio, general para la defensa de los 
consumidores y los usuarios, al que se remite la disposi-
ción adicional segunda de la Ley 1/1996, de 10 de enero, 
de asistencia jurídica gratuita, toda vez que «no se está 
pidiendo el reconocimiento a la asistencia jurídica gra-
tuita para la defensa general de usuarios o consumidores, 
sino que se solicita para la interposición de demanda en 
nombre de uno de sus asociados, don Graciano Marín 
Asensio, en la que se reclama a Caja de Seguros Reuni-
dos, S.A., la cantidad de 224,03 euros» (fundamento de 
Derecho segundo).

3. En la demanda de amparo se alega que el Auto 
impugnado ha lesionado el derecho de la asociación 
demandante a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en 
su vertiente de acceso a la jurisdicción, y en relación con 
los derechos a la defensa y asistencia letrada (art. 24.2 CE) 
y a la justicia gratuita (art. 119 CE). Se sostiene que la aso-
ciación demandante de amparo, inscrita en el Registro 
nacional de asociaciones de consumidores y usuarios, está 
legitimada para defender en juicio los derechos e intereses 
de sus asociados (art. 11 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
enjuiciamiento civil y art. 20.1 de la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, para la defensa de los consumidores y los usuarios), 
gozando del beneficio de justicia gratuita en los términos 
previstos en el art. 2.2 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
general para la defensa de los consumidores y los usua-
rios, como establece la disposición adicional segunda de 
la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gra-
tuita, esto es, cuando los derechos de los consumidores y 
usuarios guarden relación directa con productos o servi-
cios de uso o consumo común, ordinario y generalizado, 
que son los determinados en el Real Decreto 1507/2000, 
de 1 de septiembre, cuyo anexo I, apartado C (Servicios), 
se refiere a los seguros. Por tanto, como en el presente 
caso la demanda de la asociación de consumidores se 
dirige, en defensa de los derechos de uno de sus asocia-
dos, contra una compañía de seguros, y con ocasión de 
una reclamación derivada de un contrato de seguro, no 
cabe negar el derecho a la justicia gratuita a la asociación 
demandante sin vulnerar su derecho de acceso a la juris-
dicción, conforme a la doctrina constitucional al respecto 
(entre otras, SSTC 92/1996, de 27 de mayo, 183/2001, de 17 
de septiembre, y 95/2003, de 22 de mayo).

4. Mediante providencia de 14 de marzo de 2007 la 
Sección Primera de este Tribunal acordó admitir a trámite la 
demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 
LOTC, requerir al Juzgado de Primera Instancia e Instruc-
ción núm. 2 de Molina de Segura para que en el plazo de 
diez días remitiese testimonio del expediente de impugna-
ción de resoluciones de justicia gratuita núm. 673-2004, 
interesándose al propio tiempo el emplazamiento de quie-
nes fueron parte en el mencionado procedimiento (con 
excepción de la asociación demandante de amparo, ya 
personada), a fin de que en el término de diez días pudie-
ran comparecer en este proceso constitucional, con tras-
lado a dichos efectos de la demanda presentada.

5. Por diligencia de ordenación del Secretario de 
Justicia de la Sala Primera de 27 de abril de 2007 se tuvo 
por recibido el testimonio de actuaciones remitido por 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de 
Molina de Segura y el escrito de personación presentado 
ante este Tribunal el 16 de marzo de 2007 por el Abogado 
del Estado, a quien se tiene por personado y parte en el 
presente recurso de amparo. Asimismo se acordó dar 
vista de las actuaciones recibidas, por un plazo común de 
veinte días, a la representación procesal de la deman-
dante de amparo, al Ministerio Fiscal y al Abogado del 
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Estado, para que, de conformidad con el art. 52.1 LOTC, 
presentaran las alegaciones pertinentes.

6. El Abogado del Estado presentó su escrito de alega-
ciones el 17 de mayo de 2007, interesando que se desesti-
mase el recurso de amparo. Sostiene el abogado del estado 
que las asociaciones de consumidores y usuarios debida-
mente inscritas ostentan el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita cuando litiguen en el ámbito de su legitimación 
personal, de acuerdo con el art. 2.2 de la Ley 26/1984, gene-
ral para la defensa de los consumidores y los usuarios, 
pero no en los casos en los que asumen la representación 
de sus asociados en defensa de los derechos privativos de 
éstos, tal como se desprende del art. 3.4 de la Ley 1/1996, 
de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. En el pre-
sente caso la asociación demandante pretende el benefi-
cio de justicia gratuita para litigar por un derecho priva-
tivo y singularísimo de un asociado que reclama la 
devolución de una cantidad a una compañía de seguros. 
La legitimación procesal que reconoce el art. 11.1 de la Ley 
de enjuiciamiento civil a las asociaciones de consumido-
res y usuarios para litigar en defensa de los derechos e 
intereses de sus asociados no puede considerarse coex-
tensa con el reconocimiento del beneficio de justicia gra-
tuita. La asociación demandante puede litigar en defensa 
de los intereses propios de su asociado don Graciano 
Marín Asensio, pero no puede hacerlo bajo el régimen 
privilegiado de la gratuidad.

El Auto impugnado –continúa el Abogado del Estado–
es acorde, por lo demás, con la doctrina sentada por el 
Tribunal Constitucional sobre la protección del derecho a 
la tutela judicial efectiva respecto de la asistencia jurídica 
gratuita (STC 180/2003, por todas). El fundamento del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita estriba en hacer 
posible la defensa de derechos o intereses cuyos titulares 
carecen de medios económicos para hacerlos valer en 
juicio, circunstancia ésta que no queda acreditada en el 
presente caso, toda vez que lo único que consta acerca de 
don Graciano Marín es su condición de afiliado a la aso-
ciación de consumidores y usuarios demandante de 
amparo, ignorándose si carece o no de recursos suficien-
tes para litigar. El beneficio de justicia gratuita que el 
legislador reconoce a las asociaciones de consumidores y 
usuarios para la protección de intereses generales de los 
consumidores no puede extenderse a los supuestos en 
los que dichas asociaciones litigan en defensa de intere-
ses individuales de alguno de sus asociados, sin acreditar 
que éstos carecen de medios económicos suficientes. De 
lo contrario, cualquier asociación de consumidores y 
usuarios se convertiría en simple aseguradora de riesgos 
jurídicos de sus asociados, al margen de cualquier justifi-
cación de la indefensión, verdadera causa y razón de la 
tutela judicial.

7. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de alega-
ciones el 12 de junio de 2007, en el que interesó que se 
otorgase el amparo solicitado.

Señala el Ministerio Fiscal que, por lo que se refiere a 
la resolución de la Comisión de Asistencia Jurídica Gra-
tuita de Murcia, el fundamento de la denegación del bene-
ficio de justicia gratuita, esto es, que la asociación de 
consumidores demandante litiga en defensa de los intere-
ses de un asociado y no en defensa de intereses genera-
les, no encuentra soporte en el art. 2, ni en la disposición 
adicional segunda de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de 
asistencia jurídica gratuita, ni tampoco en el art. 2.2 de la 
Ley 26/1984, general para la defensa de los consumidores 
y los usuarios.

Y por lo que se refiere al Auto que confirma la citada 
resolución, su fundamentación tampoco ofrece una inteli-
gencia razonada de la normativa que aplica, a la que da 
una dimensión que no se deriva ni de su literalidad ni de su 
interpretación teleológica. Por otra parte, el órgano judicial 
no ha tenido en cuenta en el Auto impugnado lo dispuesto 

en el art. 20 de la Ley 26/1984, general para la defensa de 
los consumidores y los usuarios, invocado expresamente 
por la asociación demandante, precepto que distingue el 
interés de los asociados como diferenciado del interés de 
la asociación, y reconoce el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita de la asociación en ambos casos, sin que se con-
tenga cláusula alguna y limitativa de la legitimación de la 
asociación de consumidores. Asimismo, las normas conte-
nidas en el Real Decreto 1507/2000, de 1 de septiembre, y 
su anexo, también invocadas por la asociación deman-
dante, abonan con claridad la posibilidad de litigar gratui-
tamente las asociaciones de consumidores en nombre de 
cualquiera de sus asociados, como ocurre en el presente 
supuesto.

En definitiva, la interpretación de la normativa aplica-
ble, realizada primero por la Comisión de Asistencia Jurí-
dica Gratuita y luego por el órgano judicial, ha sancionado 
desproporcionadamente a la asociación de consumidores 
demandante con la denegación del beneficio de justicia 
gratuita, pues tal interpretación no se ajusta a parámetros 
lógicos, lesionando así los derechos de la asociación a la 
tutela judicial efectiva y a la asistencia letrada, por lo que 
procede que le sea otorgado el amparo solicitado, decla-
rando la nulidad del Auto por el que se desestima la 
impugnación de la resolución denegatoria del beneficio 
de justicia gratuita, para que el órgano judicial dicte nuevo 
Auto respetuoso con el derecho a la tutela judicial efectiva 
de la demandante de amparo.

8. La representación procesal de la asociación de con-
sumidores y usuarios recurrente en amparo no formuló 
alegaciones.

9. Con fecha 20 de junio de 2007 tuvo entrada en el 
registro general de este Tribunal escrito de la Procuradora 
de los Tribunales doña María del Pilar Maldonado Félix, 
por el que se comunica su baja en el Colegio de Procura-
dores de Madrid.

Por diligencia de ordenación del Secretario de Justicia 
de la Sala Primera de 26 de junio de 2007 se tuvo por reci-
bido el precedente escrito y se acordó dirigir oficio al 
Colegio de Procuradores de Madrid al objeto de que pro-
cediese a la designación de nuevo Procurador del turno 
de oficio que asumiese la representación de la recurrente 
en amparo.

Efectuada dicha designación, que recayó en la Procu-
radora de los Tribunales doña María Concepción Giménez 
Gómez, mediante diligencia de ordenación del Secretario 
de Justicia de la Sala Primera de 30 de julio de 2007 se tuvo 
por designada a la referida Procuradora para la representa-
ción de la recurrente en amparo, en sustitución de la Pro-
curadora doña María del Pilar Maldonado Félix.

10. Por providencia de 5 de octubre de 2007 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 8 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. Como ha quedado expuesto en los antecedentes, 

el presente recurso de amparo se dirige contra el Auto del 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de 
Molina de Segura de 28 de enero de 2005, dictado en el 
expediente núm. 673-2004, que desestimó la impugna-
ción de la resolución de la Comisión de Asistencia Jurí-
dica Gratuita de Murcia de 1 de julio de 2004, por la que le 
fue denegada a la asociación demandante su solicitud de 
asistencia jurídica gratuita para litigar en defensa de uno 
de sus asociados contra una compañía de seguros, en un 
pleito sobre reclamación de cantidad por rescisión de un 
contrato de seguro decenal.

La asociación demandante sostiene que dicho Auto ha 
lesionado su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), en su vertiente de acceso a la jurisdicción, y en rela-
ción con los derechos a la defensa y asistencia letrada 
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(art. 24.2 CE) y a la justicia gratuita (art. 119 CE). El Fiscal 
coincide con el planteamiento de la demandante e inte-
resa que le sea otorgado el amparo que solicita, preten-
sión a la que se opone el Abogado del Estado.

2. La relación que existe entre el derecho a la asistencia 
jurídica gratuita de quienes carecen de recursos económi-
cos para litigar (art. 119 CE) y el derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), ha sido reiteradamente resaltada por 
nuestra jurisprudencia. Así hemos afirmado que el art. 119 
CE consagra un derecho constitucional de carácter instru-
mental respecto del derecho de acceso a la jurisdicción reco-
nocido en el art. 24.1 CE, pues «su finalidad inmediata radica 
en permitir el acceso a la justicia, para interponer pretensio-
nes u oponerse a ellas, a quienes no tienen medios econó-
micos suficientes para ello y, más ampliamente, trata de 
asegurar que ninguna persona quede procesalmente inde-
fensa por carecer de recursos para litigar» (STC 16/1994, de 
20 de enero, FJ 3). Por ello, aunque hayamos calificado el 
derecho a la asistencia jurídica gratuita como un derecho 
prestacional y de configuración legal, cuyo contenido y con-
cretas condiciones de ejercicio, como sucede con otros de 
esa naturaleza, corresponde delimitarlos al legislador aten-
diendo a los intereses públicos y privados implicados y a las 
concretas disponibilidades presupuestarias, hemos afir-
mado también que la amplia libertad de configuración legal 
que resulta del primer inciso del art. 119 CE no es, sin 
embargo, absoluta, pues el inciso segundo de dicho pre-
cepto establece un «contenido constitucional indisponible» 
para el legislador, que obliga a reconocer el derecho a la 
justicia gratuita necesariamente a «quienes acrediten insufi-
ciencia de recursos económicos para litigar» (SSTC 16/1994, 
de 20 de enero, FJ 3; 117/1998, de 2 de junio, FJ 3; 144/2001, de 
18 de julio, FJ 2; 183/2001, de 17 de septiembre, FJ 2; 95/2003, 
de 2 de mayo, FJ 3; y 180/2003, de 13 de octubre, FJ 2; por 
todas), si bien ese contenido indisponible del art. 119 CE sólo 
resulta predicable de las personas físicas, no de las perso-
nas jurídicas (STC 117/1998, de 2 de junio, FFJJ 5 y 6).

3. Por otra parte, conviene recordar que «la Constitu-
ción no se opone a que determinadas o incluso todas las 
personas jurídicas pudieran ser beneficiarias de la justicia 
gratuita; pero esta actividad subvencional de Estado no 
se infiere del segundo inciso del art. 119 CE (que, como se 
ha dicho, tan sólo es predicable de las personas físicas), 
sino del primero, conforme al cual pertenece al ámbito de 
la libertad de configuración del legislador ordinario deci-
dir cuándo y en qué condiciones merecen ser acreedoras 
de la asistencia jurídica gratuita» (STC 117/1998, de 2 de 
junio, FJ 6).

Y así, en efecto, por lo que se refiere a las personas 
jurídicas privadas debe tenerse en cuenta, como señala la 
citada STC 117/1998, de 2 de junio, FJ 4, que en la legisla-
ción vigente sobre el derecho de asistencia jurídica gra-
tuita se reconoce este derecho a las «Asociaciones de 
utilidad pública» y las «Fundaciones inscritas en el Regis-
tro público correspondiente», cuando acrediten insufi-
ciencia de recursos para litigar (art. 2 de la Ley 1/1996, de 
10 de enero, de asistencia jurídica gratuita). «Junto a ello, 
se mantiene la atribución ex lege del derecho (disposición 
adicional segunda de la Ley 1/1996) para la ‘Cruz Roja 
Española. sin necesidad de acreditar insuficiencia de 
recursos para litigar’ y para las Asociaciones de Consumi-
dores y Usuarios, en los términos previstos en el art. 2.2 
de la Ley 26/1984, de 19 de julio, para la defensa de los 
consumidores y usuarios, esto es, para la defensa de los 
derechos de los consumidores y usuarios cuando guar-
den relación directa con productos o servicios de uso o 
consumo común, ordinario y generalizado».

Asimismo, el art. 20.1 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
general para la defensa de los consumidores y usuarios, 
en la redacción vigente a la fecha de dictarse el Auto 
impugnado, establece que las asociaciones de consumi-
dores y usuarios constituidas legalmente e inscritas en el 

correspondiente registro, «tendrán como finalidad la 
defensa de los intereses… de los consumidores y usua-
rios, bien sea con carácter general, bien en relación con 
productos o servicios determinados; … y disfrutarán del 
beneficio de justicia gratuita en los casos a que se refiere 
el artículo 2.2», esto es, cuando los derechos de los consu-
midores y usuarios «guarden relación directa con produc-
tos o servicios de uso o consumo común, ordinario y 
generalizado».

En cuanto a la definición de lo que ha de entenderse 
por «productos o servicios de uso o consumo común, 
ordinario y generalizado» a los efectos establecidos en la 
disposición adicional segunda de la Ley 1/1996, de 10 de 
enero, de asistencia jurídica gratuita, y el art. 2.2 de la 
Ley 26/1984, de 19 de julio, general para la defensa de los 
consumidores y usuarios, se contiene actualmente en el 
Real Decreto 1507/2000, de 1 de septiembre, cuyo anexo I, 
apartado C (Servicios), se refiere, entre otros servicios, a 
los seguros.

4. En el Auto impugnado en amparo no se discute 
que el objeto de la reclamación formulada por la asocia-
ción demandante por los cauces del proceso monitorio 
tenga encaje en un servicio considerado como de «uso o 
consumo común, ordinario y generalizado» (seguros), 
sino que la denegación del derecho a la justicia gratuita, 
confirmando la resolución de la Comisión de Asistencia 
Jurídica Gratuita de Murcia, se fundamenta en que la 
acción se ejercita por la asociación en nombre de un sólo 
asociado, entendiéndose así tanto por la Comisión como 
por el Juzgado que el derecho a la asistencia jurídica gra-
tuita únicamente puede serle reconocido a las asociacio-
nes de consumidores si se trata de derechos de los consu-
midores que guardan relación directa con productos o 
servicios de uso o consumo común, ordinario y generali-
zado y las asociaciones actúan en defensa de una plurali-
dad de asociados («defensa general de usuarios o consu-
midores», en términos del propio Auto).

Pues bien, tal como sostienen la asociación demandante 
de amparo y el Ministerio Fiscal, el referido razonamiento, 
que sirve de ratio decidendi tanto a la resolución administra-
tiva como a la judicial para denegar a la demandante su 
solicitud de asistencia jurídica gratuita, pone de manifiesto 
una injustificada restricción de los términos en los que la 
disposición adicional segunda de la Ley 1/1996, de 10 de 
enero, de asistencia jurídica, en relación con los arts. 2.2 y 
20.1 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, general para la defensa 
de los consumidores y los usuarios (en la redacción vigente 
al momento de su aplicación en el proceso a quo), recono-
cen a las asociaciones de consumidores y usuarios inscritas 
y registradas el derecho a la asistencia jurídica gratuita para 
la defensa en juicio de los derechos de los consumidores y 
usuarios cuando guarden relación directa con productos o 
servicios de uso o consumo común, ordinario y generali-
zado (definidos por el Real Decreto 1507/2000, de 1 de sep-
tiembre), sin limitar el reconocimiento ex lege de este dere-
cho (de carácter instrumental respecto del derecho de 
acceso a la jurisdicción reconocido en el art. 24.1 CE), a 
aquellos supuestos en los que la asociación de consumido-
res inscrita interviene en el proceso en defensa de una plu-
ralidad de usuarios o consumidores.

Es decir, contrariamente a lo resuelto primero por la 
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y finalmente en 
el Auto impugnado, de los preceptos legales citados, en 
su redacción vigente a la fecha de dictarse aquella resolu-
ción judicial, se desprende una inequívoca opción del 
legislador a favor del reconocimiento del beneficio de 
justicia gratuita a las asociaciones de consumidores legal-
mente inscritas y registradas, tanto si se trata del ejercicio 
de acciones colectivas como si se trata de ejercer accio-
nes individuales (art. 11.1 de la Ley de enjuiciamiento 
civil), entendiéndose que la defensa de los derechos e 
intereses de uno de sus asociados trasciende el mero 
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interés particular cuando la reclamación guarde relación 
directa con productos o servicios de uso o consumo 
común, ordinario y generalizado, como ocurre en el caso 
de los seguros por expresa determinación del Real 
Decreto 1507/2000, de 1 de septiembre, anexo I, apar-
tado C, núm. 14, en desarrollo de la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, general para la defensa de los consumidores y usua-
rios.

El tenor de las prescripciones legales no permite, por 
tanto, un entendimiento restrictivo del reconocimiento 
del beneficio de justicia gratuita a las asociaciones de 
consumidores como el que propugna en su escrito de 
alegaciones el Abogado del Estado, según el cual dichas 
asociaciones ostentan ese beneficio cuando litigan en el 
ámbito de su legitimación personal, pero no en los casos 
en los que pretenden actuar en defensa de derechos o 
intereses individuales de alguno de sus asociados, sin 
acreditar que éstos carecen de medios económicos sufi-
cientes. Esta interpretación vendría a significar que, sin 
fundamento legal para ello, se restringiese el contenido 
del derecho a la asistencia jurídica gratuita que el legisla-
dor ha optado por garantizar a las asociaciones de consu-
midores y usuarios inscritas y registradas.

En concordancia con lo expuesto no puede dejar de 
recordarse que este Tribunal, al abordar el problema de la 
legitimación activa de las asociaciones de consumidores 
y usuarios para defender en un proceso los derechos e 
intereses de sus asociados, ha reconocido expresamente 
que esa legitimación se ostenta no sólo cuando la asocia-
ción ejerce acciones en defensa de los derechos o intere-
ses generales, colectivos o difusos, de sus asociados, sino 
también cuando la asociación actúa en defensa de un aso-
ciado concreto, siempre que la controversia afecta a los 
derechos e intereses del asociado en su condición de con-
sumidor o usuario (SSTC 73/2004, de 22 de abril, FFJJ 4 
y 5; y 219/2005, de 12 de septiembre, FFJJ 2 y 3).

Así pues, la legislación aplicable en el momento de dic-
tarse la resolución judicial impugnada reconoce a las aso-
ciaciones de consumidores y usuarios legalmente inscritas 
y registradas legitimación tanto para el ejercicio de acciones 
colectivas como individuales, teniendo asimismo recono-
cido en ambos supuestos el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita cuando esas acciones en defensa de los derechos e 
intereses de sus asociados guarden relación directa con pro-
ductos o servicios de uso o consumo común, ordinario y 
generalizado, sin que vengan obligadas a acreditar que el 
asociado cuyos derechos o intereses defienden carecen de 
suficientes medios económicos propios para litigar.

Lo expuesto, como es obvio, no excluye que, dentro 
de su legítima libertad de configuración en la materia 
(STC 117/1998, de 2 de junio, FJ 6), el legislador pueda 
optar en el futuro por una regulación distinta del derecho 
a la asistencia jurídica gratuita de las asociaciones de con-
sumidores y usuarios. En tal sentido, la reforma introdu-
cida en la Ley general para la defensa de los consumido-
res y los usuarios por la Ley 44/2006, de 29 de diciembre, 
de mejora para la protección de los consumidores y usua-
rios, reconoce únicamente a las asociaciones de consumi-
dores y usuarios de «ámbito supraautonómico», legal-
mente constituidas e inscritas en el Registro Estatal de 
Asociaciones de Consumidores, el derecho (en los térmi-
nos que legal o reglamentariamente se determinen) a 
«disfrutar del derecho de asistencia jurídica gratuita en la 
forma prevista en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asis-
tencia Jurídica» [art. 22.1 d) de la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, general para la defensa de los consumidores y los 
usuarios].

5. En conclusión, la interpretación y aplicación reali-
zada en el presente caso de las previsiones legales en 
relación con el derecho a la asistencia jurídica gratuita de 
las asociaciones de consumidores y usuarios, que ha con-
ducido a denegar a la asociación recurrente el disfrute de 

ese derecho para la defensa de los concretos intereses de 
uno de sus asociados, en un juicio monitorio sobre recla-
mación de cantidad, derivada de la rescisión de un con-
trato de seguro decenal (pese a no discutirse que el objeto 
del proceso guarde relación directa con productos o servi-
cios de uso o consumo común, ordinario y generalizado), 
resulta, por las razones que han quedado expresadas, irra-
zonable y desproporcionada, privando así injustificada-
mente a la asociación recurrente de su derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso al 
proceso, del que es instrumento el derecho a la asistencia 
jurídica gratuita.

Asimismo debemos concluir que el Auto impugnado, 
al denegar a la asociación demandante el beneficio de jus-
ticia gratuita, vulneró sus derechos a la defensa y asisten-
cia letrada (art. 24.2 CE), pues debe recordarse que este 
Tribunal también tiene declarado, en relación con las 
garantías previstas en el art. 24.2 CE, que el derecho cons-
titucional a la asistencia jurídica gratuita (art. 119 CE) consa-
gra una garantía no sólo de los intereses de los justiciables, 
sino también de los intereses generales de la justicia, ya 
que tiende a asegurar los principios de contradicción e 
igualdad procesal entre las partes y a facilitar así al órgano 
judicial la búsqueda de una Sentencia ajustada a Derecho 
y, por ello, indirectamente, coadyuva al ejercicio de la fun-
ción jurisdiccional (SSTC 16/1994, de 20 de enero, FJ 3; 97/
2001, de 5 de abril, FJ 5; 182/2002, de 14 de octubre, FJ 3; y 
187/2004, de 2 de noviembre, FJ 3).

En consecuencia, procede otorgar el amparo solicitado, 
anulando el Auto impugnado y ordenando retrotraer las 
actuaciones al momento anterior a dictarse el mismo, a fin 
de que, teniendo en cuenta lo razonado en este funda-
mento de Derecho, se dicte una nueva resolución respe-
tuosa con el derecho de la asociación de consumidores y 
usuarios demandante de amparo a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE), en su dimensión de acceso a la jurisdic-
ción, y a los derechos a la defensa y asistencia letrada (art. 
24.2 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por Óvalo Asociación de 
Consumidores y Usuarios y, en su virtud:

1.º Reconocer sus derechos a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE) y a la defensa y asistencia letrada (art. 24.2 CE).

2.º Anular el Auto del Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción núm. 2 de Molina de Segura de 28 de enero de 
2005, dictado en el expediente de impugnación de resolu-
ciones de justicia gratuita núm. 673-2004.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse el referido Auto, a fin de que el Juzgado de Pri-
mera Instancia e Instrucción núm. 2 de Molina de Segura 
dicte nueva resolución respetuosa con los derechos funda-
mentales que se declaran vulnerados.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de octubre de dos mil siete.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 


